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SENTENCIA INTEIiLOCUTOITIA I]EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-in1a. 5 de ¡roviembrc de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Luis Mario Barrelo
Serrano, presidente de la Organización Regional de lntegración Indigena de Ia
Amazonía (Oriiama), a fávor de don Claudio Wampush Bitap contra la resolución de
fojas 45, de f¿cha 27 de marzo de 2018, expedida por la Sala Penal de Apelaciones de la
Corte Superior de Justicia de Loreto, que declaró improcedente la demanda de lal¡eas

IIUNDAMEN'T'OS

En la sentencia emitida cn el [xpediente 00987-2014-PA/'I'C, publicada eD cl diario
oltcial Ll Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció. en ei
f¡ndamento 49, con caráctcr de prccedente, que se expedirá se¡lencia inlerlocutoria

ria, dictadll sin nás lrámite, cuando se presente alguno de los siguientes

, que igualrnente están contenidos en el artÍculo ll del ReSlamento
vo del Tribunal ConstitLrcional

Carezca de f¡ndamcntación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Dcrecho contenida en el recurso no sea de especial
lrascendencia co¡stitucional.
La cuestión de Derecho invocada co¡lrad¡ga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria e¡ casos sustancialmenle iguales.

1
n el presente caso. se evidencia que el recurso de agravio no está ref¿rido a una

stión de Derecho de especial trascendencia constitucio¡al. Al respecto, un
urso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el conlenido

constilucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando vema sobre u¡
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalme¡]le.
cuando lo pretendido no alude a un asunto quc rcquiere !¡na tutela de especial
urgencia,

3. Expresado de otro modo, y Ieniendo cn cucnta lo prccisado en el lundamento 50 de
la senlencia emilida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, un¿ cuestión no revisle
cspccial lmscendencia conslilucional en los siguientes casos: (1) si una l'utlra
rcsolución dcl Iiibunal Conslilucional no soluciona algún confliclo de relevancia
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constilucional, pues no existe lesión quc comprometa el derecho lunda¡nental
involucrado o se lrala de un asunto que no corresponde resolver cn la vÍa
constitucional; o (2) si no existc nccesidad de tutelar de manera urgentc cl derecho

conslilucional invocado y no nredian razones subjetivas u objetivas que habiliten a
este órgano colegiado para emilir ü¡ pronunciamiento de fbndo.

En el caso de aulos, el recurso intcrpuesto no está ref¿rido a una cueslión dc

Derecho de especial trascendencia constil¡cional, toda vez que no se encuentra
vinculado con el contenido constitucionalmenle prolegido del derccho a la libeftad
personal. En efecto, el recurrente solicla la nulidad de la Resolución 6, de lecha l0
dc julio de 2017, que dispuso la concurrencia del lavorecido a la audiencia
preliminar de control de requerimienlo mixto para cl dia 25 de setiembre de 2017,
cn el marco del proceso penal que se le sigue por la presunla cofiisión dc los

delitos de disturbios, atentado contra el derecho al sufragio y robo agravado
(Expediente 076-2015-,16-1907-JR-PE-01), ba.jo el alegato de que sc ha vulncrado

o al debido proceso del beneficiario en razón de que se le imputa la

n de dichos delilos. a pesar de que no existen elemcnfos probatorios
nles que lo vincr¡len como autor dc los mismos

Tribunal Constitucional ha scñalado que cl dcrccho el dcbido proccso pucdc scr'

tutelado med;anle el prcceso de,¡?d¿errr corpu:t, perc cllo requiere que el prcsunlo
hecho vulneralorio lenga incidencia negativa en el derecho a la liberlad pcrsonal.
Sin cmbargo, csta Sala aprccia quc la resolución cuya nulidad se solicita no genc¡a
af¡ctación ncgativa, concrsla y directa cn la libcrtad persooal de don Claudio
Wampush Bitap, derecho fstelado por el habeas corp s.

En consecuencia, y de lo expuesto e¡ los lundamentos 2 a 5 r¿?,"a, se verifica quc
el prcsente recurso de agrávio ha incurrido cn la causal de rechazo prevista cn cl
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-201,{-
PA/TC y en cl inciso b) dcl artículo ll del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite. improccdcntc
cl rccnrso dc agravio constitucioÍEl.

Por cstos fundamentos, cl Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que le
confiere la Constitlrció¡1 Politica del Perú, y la pa¡licipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dir¡nir la disoordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio conslitlicional porque la cuestión de

Derecho contenida en el recurso carece de especial tmscendencia constitucional.

NIIIIANDA CANALES
SARDÓN DE TABoADA
BsPtNosA-SALDAñA BAIIItEItA

1

Lo

Publíquese y notifiquese.
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VOTO SINGI]I, II DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me olorga la Constitució¡, y con cl mayor respeto por la pone¡cra
de mi colega magist¡ado, cmito el prcscnte voto singular. para expresar ¡espetuosamente
que disiento del prcccdcntc vinculante establecido en la Sentencia 0098'1-2014-PN]C,
SIIN IIjNCIA INl EIILOCIJ'I oRIA DENECATORIA, por los t'undamcntos quc a

oonlinuaoión expongol
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La Conslilución de 1979 creó el I ribunal de Garantías Constitucionales como
irslancia de casación y la Co¡stitución de 1993 conviitió al Tribunai Constitucional
en inslancia dc fallo. I-a Conslilución del 79. por primera vez en nueslra histuriir
conslitucional. dispuso la crcación de un órgano a¿l ¡oc, i¡dependiente dei Podcr
.ludjcial. con la tarca de garantjza¡ la sup¡cmacía constitucional y la vigcncia plena
de Ios de¡cchos fündar¡en1ales.

2. La I-ey Fundamental de 1979 estableció que el T bunal de Garantías
Conslitücionales era u¡ órgano de control de la Constitución, que tenia jürisdicción
cn lodo cl lcüitorio nacional para conocer, en tiía de casac¡ón, d,e los habeas corpüs
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instdncia habilitada para fallar en fo¡ma delinitiva sobre la causa. Es
dccir. no se prou¡¡ciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesió¡ a los
dcrccho. rcconocidos cn la Conslitucion

3. En csc sentido, la Ley 23385. [,cy Orgárica dei Tribunal de Garantias
Constilucionales, vigente en ese momcnto, cstablcció, cn sus añículos 42 aI46, que
dicho órgano, al enconlrar una resolución dcncgatoria quc ha violado la lcy o la ha

aplicado el1 lblma errada o ha inour do en graves vicios procesales en la
lral]1ilación y rcsolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deliciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicja de Ia
Repilblica (reenvío) para qr¡e emita nuevo lállo siguiendo sus lineamientus,
procedimienlo que. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
meücionados.

4. lll nodelo dc lulcla ¿nte amcnazas y vulncración de de¡echos fue seriarncntc
modillcado cn la Constitució[ de 1993. En primer lugar, se amplían krs
mccanismos dc tutela dc dos a cuatro. a sabet, habeus corpus, afipño. habeas d.¡tcl
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crca al l ribunal Constitucional
como órgaro de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución Io
calillca c óneameDtc como "órgano de control de Ia Constilución". No obslante. en
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matcria dc procesos constitucionalcs dc la libertad, la Co¡stitución cstablece que ei

l'ribr¡nal Constitucional es instancia de revisión o thllo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su afticulo 202, inciso 2.
prescribc quc corresponde al 'lribunal Consti¡ucional "conocer, en últifid I
del¡n¡i¡tq instancia. las resolucionev defiegalot¡ar dictadas en los procesos de

habeos corpus, dtilpdro, habeas dafq y acción de cumpl¡miehlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de tianca tutela de Ios derechos l'Lrndafientales,
exige cllLe el Tribr¡nal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos dc quien se

estima amcnazado o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectura diversa
conlravendría mandatos esenciales de la Co¡stitución, como son el principio de

del¿nsa de la persona hrunana y el respeto de su dignidad como lln sup¡emo de la
sociedad y del llstado (articulo 1), y "l.t obserrancia del debido ptuceso y tutela

¡urisdícciontrl. Ninguna persona puede r^d desviada de la jurisdicción
prcdeterminada por ld Iey, ni somelidat t¡ procedimienlo distinto de los previamenle
establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni for
cr¡rni:^ione:'c.^peciules creadd:; al eftcto cualquierq sed su denominutíón",
consag¡ada c¡ cl artÍculo 139. inciso 3.

I-o conslitucional es essuchar a Ia parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la deletNa: además, un Tribunal Constitücionai constituye el lnos
cl¿ctivo medio de defensa de los derechos lundamentales lie¡te a los poderes
públicos ¡, privados. lo cüal evidencia el triunfo de la justicia lrente a la
arbilrariedad.

llt, DuRrclto 
^ 

suR oiDo collo llrANflit st AC¡ó) Dr t,A ol]MocRATtzACróN t]D Los
l'Ro( t]sos CoNSTI]'t cto\,\t,ES DIt LA l,tBERT^D

8. La administ¡ación dc irLsticia constilr¡cional de la libcrtad que brinda el I¡ibunal
(lonstitucional. dcsde su creación. es respetuosa, como corresponde, del derecho de
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6. Como se advierte. a dii'erencia de lo que acontece en otros paíscs, cn los cuales el
acccso a la úllirna itlslancia constilucional tienc lugar por la via dcl cettiordri
(SUprcnra Cone de los Lslados Uüidos), en el Perú el Pode¡ Constituycntc optó por
un órgano sr¡premo dc intelp¡ctacjóD dc la Constitución capaz de ingresar al londo
cn los llamados procesos de Ia libertad cuando el agiaviado no haya obtenido una
proteoción de sn de¡echo en sede del Pode¡ Judicial. lin otras palabras, si lo que

está cn discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho lundamental, se

dcbc abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitr¡cional pueda
pronunciarse. Pero la cpeÍura de esta vía solo se p¡oduce si se permite al
peticion¿nte colaborar con los jueces collstitucionales mediantc un pormenorizado
Jralr5is Ll( lo qr.c sc pr(l(ndc. dc lo quc sc ir\ñca.
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deltnsa inhere¡fe a toda pe¡sona. cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oido con lodas las dcbidas garantias al intcrior de cualqL¡ier proceso en el cual sc

delermincn sus derechos, interescs y obligaciones.

9. Precisamcntc, mi alejamiento rcspccto a la emisióu de una rcsolución constitucional
sio rcalizarsc a¡.¡diencia dc vista cstá relacionado con la defensa, la cual, sólo es

el¡ctiva cuando cl justiciable y sus abogados pucdcn exponer, de mancra escrita y

oral, los argumentos peÍinentes, concrettuldose el principio de inmediación quc

debe regir en lodo proccso constitucional.

10. Sobrc la inlervención de las partcs, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye ul1a manifestación de1 poder quc cl
Dslado ostcnta sobre las personas, su ejercicio resulta conslitucio¡al cuando se

brinda con estrioto respeto de los derechos inherentes a lodo ser humano, lo c¡ue

incluye el derecho a ser oido con las debidás garantías.

11. Cabc añadir quc la participació¡1 directa dc las partes, en defensa de sus intercses,
que se concede en la audicncia dc vista, también constituyc ur1 clcmenlo que

democratiza el p¡occso. De lo contrario, se decidiria sobrc la esfera de interés de

una pcrsona sin permilirle alegar lo correspondicnte a su 1¡vor, lo que resultaria
exoluyenle y a¡tidemocrático. Además, el Tribunal Constitucionai ticnc el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razoncs, los molivos y los
argumcnlos que justilican sus decisioncs, porque el Tribunal Constitucional sc

legirima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia dc sus razones, por
e\presa¡ dc modo sullcienle las tazones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso quc rcsuelve.

12. En ese sentido. la Clofie Intcramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delensa "obl¡gat dl l:slado o lratar dl individuo en todo momenlo como
tLn verdudero sujeto del procer^o. en el más amplio sentido de este conceplo, y no

simpleme le co¡tio oh¡elo del mismo") , y qtse "pctra que ex¡.tld deb¡do proce.'o legal
es fl.cc¡so que un justitidble pueia hacer ralcr sut derechos y defender sus

interases cn.fornta efect¡to y en condicione"^ de igucldud procesal con ofros

¡ustici0blas"'.

I Corte IDH. Caso Baücto l,civa vs. Venezuela. senlencia del 17 de noviemb¡e dc 2009.
páraib 29.
r Corte IDII. Caso Ililaire. Constantine y Benjamin y otros vs.'l'rinidad y Tobago,
scntcncia del 2l dejunio de 2002. pár¡alo 146.
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13. Il modclo de "insla¡cia de fallo' plasmado en la Constjtucjón no puede ser

desvirtuado por el lribunal Conslilucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. [)icho'lribunal es su intérprete supremo, pcro no su relormador, toda
vez que como órgano consliluido también está somctido a la Constitución.

l:1. Cuando se aplica a un proccso constitucional de ]a libcrtad la denominada
"sentencia intc(locutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

vcrdadcra esenoia jurídica, ya que el 'l ribunal Constilucional no tienc competencia
para "rc\'isal' üi mucho mcr,os "recalifica¡" el recurso de agravio constitucional.

15. I)c conlormidad con los articulos 18 y 20 dei Código Procesal Constitucional. cl
'lrihunal Conslitr¡cional no "concede" cl rccurso. Esta es una competencia dc la
Sala Superior del Poder Judicial. Al 1¡ibunal lo que Ie correspbnde es colloccr dcl
R-AC y pronuncjarsc sobre cl londo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho iecurso, sino por el contrario de "conocer" lo qL¡e la pafie alcga
como Lrn agrevio quc le catrsa indelin:ión.

16. Por otro lado, la "scntencia inte¡loculoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en cl mcjor de los casos,

reqr¡iere ser aclarado, iustificado y concretado en supuestos específicos, a sabe¡.
idcntillcar cn qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justilicrulo,
convicne el empleo de la precitada sentcncia cn arbitrario, toda vez que se podría
alictar. entrc otros. cl derecho lundamental de defensa, en su manittstación de ser

oÍdo con las debidas garantías, pues cllo daria lugar a decisiones subjeti\¡s,v
calentes de pledictibilidad, afectando notablemenle a los justiciables, quiencs
terd an que adivinar qué resolverá el I ribunal Cofftitucional antes de prescntar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, /rrtctlis fiutandi¡, el prccedente vinculanle conlenido en ia Sentcncia
00987-2014-PA/'|C repite lo señalado por el T bunal Constitucional en otros
lallos. como en el caso l,uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Senlencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituyc una reafirmación de la flaturaleza
ploccsal dc los procesos constitucionales de la iibenad (supletoriedad, vía prcvia.
rias paralclas. litispendencia, invocación del de¡echo constitucional líquido y
cicrto. etc.)-

18. Sin cmba¡go, cl hccho dc que los procesos conslitucionales de la libertad sean de

una naluraleza prooesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituyc un
motiyo para que se pueda desvirtuar la csencia principal del recu¡so de ugrnr io
conslilucional.
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19. Por laúto. si se ticnc cn cuenta que la justicia eD sede constitucional representa la
última posibilidad paú p¡oteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados. voto a favor de que en el prcsente caso se convoque a audiencia para la

vista. lo que garanliza que cl lribunal Constitucional, e¡1 tanto instancia última y

de¡nitiva, sea la adecuada para poder escuchar a 1as pcrsonas afeotadas en sus

dercchos csenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
espcciaimenle si se tiene el1cüenta que, agotada la vía constitucio¡al, aljusticiablc
solo lc qucda cl camino de la jurisdicción intemacional dc protección de derechos
humanos.

20. Como aiirmó Raúl |erre¡o Rebagliati. "la dcfensa del derecho de r.mo es, al mismo
ticnpo. una dciinsa lotal dc la Constitución, pues si loda gamntía co¡stitucional
enlraña cl acccso a la prestación jurisdiccional, cada cu¡al al det'endc¡ su derecho
cstá dcl¡ndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".
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